PROYECTO DE LEY
EL SENADO Y LA HONORABLE CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES SANCIONAN CON FUERZA DE :




LEY:
ARTICULO 1º: Modifíquese el artículo 14 de la ley 13.063 el que quedará redactado de la siguiente manera: 
“ARTICULO 14: De la autorización de nuevas salas de Bingo. A partir de la entrada en vigencia de la presente ley, no podrá autorizarse la instalación de nuevas salas de Bingo en ninguno de los distritos o partidos de la Provincia que tengan salas habilitadas y en funcionamiento. Para aquellos distritos o partidos que no tuvieran salas habilitadas, sólo se autorizará la instalación de una (1) de ellas, de conformidad con el artículo 1 in fine de la Ley 11.018 y su complementario artículo 13 de esta ley .

Previo al otorgamiento de autorizaciones para instalación de nuevas salas, los terceros interesados deberán presentar a la autoridad de aplicación, y como requisito ineludible, un estudio favorable de impacto socio económico del distrito o partido en el que se solicite el nuevo emplazamiento.

El contenido y alcance del estudio será determinado por la Autoridad de Aplicación y deberá expedirse en particular sobre niveles de desocupación, de ingresos económicos medios, cantidad de planes sociales que el Estado Municipal, Provincial y Nacional otorga en el Distrito en cuestión, y todo otro dato que refleje con la mayor certeza, la situación socio económica del lugar. 

El Municipio del Distrito o Partido afectado, emitirá dictamen simultáneo sobre los mismos puntos.”
ARTICULO 2ª: Comuníquese al Poder Ejecutivo Provincial.

FUNDAMENTOS.

El presente Proyecto de Ley tiene como meta obligar al Estado a tomar los recaudos sociales mínimos cuando se trata de autorizar aperturas de nuevas salas de Bingo en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires.




En la ley 13.063 no se contempla estudio previo alguno por parte del Estado, ni tampoco de los interesados en conseguir la autorización para la instalación de nuevos Bingos, sobre el impacto que genera o produce una sala de juegos en una comunidad.




La modificación o ampliación del artículo 14 de la ley 13.063 justamente plantea la obligatoriedad de realizar un estudio de impacto socio-económico como requisito ineludible de la habilitación de nuevas salas de Bingo.




Es necesario que el Estado, que debe velar por sus ciudadanos, tome recaudos esenciales antes de generar nuevas “bocas de juego” en comunidades en donde aun no funcionan.




Es de suma importancia contar con elementos previos a la habilitación para funcionar de las salas de Bingo, de cual es la situación socio económica de los habitantes de esas comunidades. Es imprescindible saber que grado de niveles de desocupación existen, cuanta ayuda social destina el Estado, ya sea municipal, provincial o nacional en esas comunidades, cuales son las fuentes de trabajo, cuanto es el ingreso medio, y todo otro dato de esas características que haga resolver previamente a la autorización para funcionar, sobre las “ventajas” o “beneficios” que esa nueva sala de juego va a generar.




No es nuevo saber que el juego trae consigo victimas. Las localidades o ciudades en donde ya existen Bingos o Casinos pueden dar muestra de la degradación socio-económica que se genera a partir de facilitar el “Juego para Todos”.




El Estado provincial no puede solamente medir el nivel de recaudación que una nueva sala de Bingo va a generar. Tiene la obligación de ir más allá en el análisis de conveniencia de una habilitación nueva. Generar políticas de juego desde el Estado no es precisamente una virtud. Propiciar el juego indiscriminado, o la apertura de salas de juego, sin ningún control social previo, tampoco es una sana costumbre del Estado. La reforma a la ley esta dirigida a obligar al Estado Provincial a tomar más recaudos para habilitar nuevas salas de Bingo.




Si bien no se cuentan con cifras oficiales sobre el deterioro social que el juego genera, podemos citar, al solo titulo de ejemplo, algunos datos de la organización Gamblers Anonymous (Jugadores Anónimos) que estima que en EE.UU. existen unos 12 millones de jugadores compulsivos. No sabemos cuantos bonaerenses presentan la misma patología pero si estamos seguros que el  auspicio estatal del juego hace aún más difícil la posible reconversión de estas personas. 




El juego genera en la comunidad una ruptura de cuestiones esenciales a la hora de llegar al equilibrio social que debe imperar en cualquier sociedad organizada y próspera. Aumento de índices de suicidios, ruptura de la cadena de pagos, aumento de la pobreza, son algunas de las cuestiones que el juego genera. Es por eso que el Estado, insisto, debe ser muy celoso a la hora de autorizar nuevas salas de juego.




Aquellos que sostienen que las loterías estatales benefician a la comunidad, dicen que es una forma efectiva de aumentar impuestos indoloramente. Pero las evidencias muestran que el juego legalizado frecuentemente daña más a los pobres y desvalidos. Está 
demostrado que las personas menos pudientes apuestan mayores cifras en proporción a sus ingresos que aquellas de mayor poder económico.




El impacto social del juego generalmente permanece oculto de los ciudadanos que participan activamente de él. Pero más adelante estos costos aparecen en las vidas destruidas de los apostadores y sus familias. Nadie conoce a ciencia cierta los costos sociales del juego ni cuántos jugadores se harán adictos, pero si sabemos que ello existe y se da en grandes escalas.




Por todo lo expuesto, y en la necesidad de dotar al Estado de una herramienta de control previo sobre el alcance que tiene el juego en las comunidades, es que solicito se apruebe el presente Proyecto de Ley.

